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~n Valladolid, a veintinueve de mayo de dos mil siete.

Visto por la Sala de 10 Contencioso Administrativo del Tribunal Supel;or de
Justicia de Castilla y León/ con sede en Valladolid7 el presente recurso en el que se

in1p1.tgna:

Decreto 101/2005, 22/12/2005 dc la Consejería de &1nidad que regula la
11i~luria Clíllica.

Son partes cn dicho recurso:

Como recurrente: UNIÓN SINDICAL DE CASTILLA y LEÓN (USCAL),
representada por la Procuradora Sra. Trimiño Rebanal y bajo la dirección letrad.1 de]
Sr. Castañcd,t Errasti.

Como demandada: ADMINIS'l'KACIÓN AUTONÓMICA -
CONSF.JERÍA DE SANIDAD, representada y defendida por el Letrado de sus
Servicios Juridicos.

Ha sido Ponente el Ilmo. Sr. Magistrado D. JESÚS B. REINO MARnNEZ.
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PRIMERO.- Interpuesto y admitido el presente recurso, y recibido el
expediente administrativo, la parte recurrente deduJo demanda en la que, con base en
los hechos y fundamentos de derecho en ella expresados, solicitó de este Tribun~u e]
dictado de una sentencia ~or la que" estimando en su integridad el pre.gente recurso
anulet por su disconformIdad con el ordenamiento jurídico, el Decreto 101/2005, d~
22 de diciembre, por el que se regula la historia clínicat y concretamente los artículos
3, 4, 9, 14 Y !6t todo ello con imposición de costas a la Administración demandad..'t.
Por OTROSI, se interesa el recibimiento a prueba del recurso.

SEGUNDO.- En el escrito de contestación, con base en los hechos y
fundamentos de derecho expresados en e1 mismo, se solicitó de este Tribunal el
djctado de una sentencia declarando la inadmisibilidad por falta de legitimación
activa en cuanto a ]os artículos 3 y '1 y la desestimacíon en cuanto 3] resto, o
subsidiarlamentc la íntegra desestimacion del recurso) con imposición dc las costas a
1,. rct:;urrcnte.

TERCERO.- El procedimiento se recibió a prueba¡ desarrollándose la misma
con el resultado que obra en autos.

CUARTO.- Presentados escritos de conc1usiones, se señaló para votación y
(tilo del presente recurso el pasado día 25 de mayo.

¡¡

H

QUIN'ro.- En la tramitación de este recurso se han observado los trámites
marcados por la Ley aun~e no los plazos en ella fijados dado el volumen de trabajo y
la pendencia que existe en la Sala.

El orden de despacho y decisión de este proceso resulta de dar cumplimiento a
los acucrdos dc la Comisión Pern1anente del Consejo General del Poder Judicial de 10
do septiembre y 26 de noviembre de 2002.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- El sindicato profesional sanitario demandante impugna
{?arcialmente el Decreto autonómico 101/2005 más arriba expresado, en concreto y
de acuerdo con el orden expositivo de su demanda los artículos 9.3, 4,16 Y 14, por
razón de que esa nonna reglamentaria contraviene diversos preceptos de la Ley
básica estat.'lJ 41/2004., de. 14 de noviem1?re'.r~~11adora. de la autonomía.qel ~c~ente
y de los derechos y obligaciones en matena <te mformacl6n y documentaclon clinlr.a.

El altícul0 9, cuyo titulo es el contenido de]a historia clínica (en adelante HC)
01"1 atención primaria, os atacado en dos aspectos: el contenido en sí de csc
documento y fa definición del ~rsonal sanitario responsable de su clunplimentación.
El artículo 3 por recoger una definición de la HC que se apa1ta de la ley estatal. El
artículo .4 por ODlitir la r~f~rencia al criterio m~dico a propósito de d.efini! la f~alidad
de aquel mstl'Umento chmco. El articulo 16, tItulado acccso a la hlstona clmlca del
paciente fallecido, por vulnerar unos limites previstos en la ley estatal. Y el artículo
14, titulado acceso por el paciente y USllariO, por establecer mayores lImItaciones quc
las de la ley estatal.

Como punto de partida esta Sala repara en que ese decreto, tal.como resulta
del cxamcn dc su exposIción dc motivos y en particurar de su a1'tículo 1 (objeto), tiene
con1O misiones las siguientes: desarrollar por vía reglamentaria la Ley auton6mica
8/2003, de derechos y deberes en relación con la salud, también dar cumplimiento al
mandato de su artículo 39 (constancia documental del procedimiento sanitario
a('-ccso )': custodia de la historia clinica) , y desarrollar \lÍa reglamento, dentro del
ámbito de esta comunidad autónoma, a la Ley estatal 41/2004 ya referenciada.
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demandante y porque así lo impone el artículo 68.1 de la Ley re~adora de la
Jurisdicción Co)1tencioso-adminlstrativa (en ade1ante LJCA 29/1998) gue contempla
el ordcn de pronunciamientos que habrá de seguir la sentencia, y su Jurisprudencia
interpretativa) es obligado tratar sobre la falta de legitimación actÍva planteada en el
apartado III dc la firndarnentaci?ll jurídica de.} escrito de contestación a la demanda y
abordada en la segunda del esc!"lto de COnclusIones.

Dice la demandada ql.Ie esa excepción, la cual fue desestimada por lln allto de
esti:1 Sc'\la decisorio dc un incidcnte de afegacioncs previas, persiste para 10$ artículos 3
y 4 que en nada afectan a las condiciones de traoajo del personal sanitario a que se
refiere la adversa pm"a fundamentar la legitimación, ~lles el primero sólo contíene
una definición y el se.e;undo se refiere a la fjf1aJidad de la HC, siendo ambas
disposiciones generales.

Frentc a esa alegación habrá quc decir que el recurrente actúa en pro de los
intereses colectivos de los profesionales sanItarios que son sus afuiailos; tales
profesionales son agentes principales de ]0 que e] articulo 39.1 de la Ley autonómica
8/2003 denomina proceso sanitario de los usuarios y tienen por ello una especial
responsabiliruld en la confección de aquel documento clínico. Pues bien, aspectos de
tal relevancia como el concepto o la finalidad de la HC pre\istos en las citadas
disposiciones, ~1(~ guardan concordancia con otros preceptos del Decreto 101/2005
que se ocupan dc temas más específicos, tienen incidcncia directa en el modo de
ejercer su actividad ~or esos profesionales, pues los mismos dcbcrán atcnersc en
Ctlant.o a la plasmaClón .escrita de ~us intervenciones al ~o~jt1nto d.e ese de~reto,
también a lo que en el mISmo sc entIende por HC y que objetivo persIgue la mIsma.
Entonces, no les resulta indiferente el qué es y para qué sirve un instrumento en el
que necesariamente quedarán recogidas tanto sus apreciaciones como sus actos
profesionales, y en el cual ellos aportan los datos.

Por otro lado, el reglamento expresado es UD conjunto de normas
interrelacionadas que tienden a dar un tratamiento jurídico unitario al referido
documento clínico; dcsde estc'1 perspectiva, carece de lógica que exista legitimación
res~cto de unas disposic.iones y de otras no, cuando unas y otras tienen como
destinatarios los sujetos que serán responsables de la cumplimentaci6n. Cosa
diferente sería que las normas estuvieran dirigidas a personas distintas dc los citados,
tales como el paciente, sus familiares, terceros o los poderes públicos; pues el intel-és
del sindicato profesional de atacar a aquéllas quedaria integrado en el de la lllera
defensa de la legalidad.

Entonces, no existe apoyo para aplicar el artículo 69.b) de la Ley Jurisdiccional

expresada.
TERCERO.- El actor censura al artículo 9 la regulación que hacen del

contenido de la HC en atención primaria, alegando que sóro recoge algunas de las
informaciones establccidas en el artículo 15 de la Lcy: 40/2002 sin que se ajuste al
contenido mÍnimo previsto en este precepto, el cual no distingue entre atención
primaria y atención especialízada. En uno y otro ámbito las garantías para su
realización y plasmación en la HC habrán de ser las mismas.

Para dar respuesta a este motivo jmpu~atorio hay que partir dc las siguientes
premisas: la ley estatal es una norma básica, el artículo 15.2 contempla un contenido
mínimo común a todos los casos (con o sin hospitalización o cuando expresamente lo
disponga una norma o un.:'\ instrucción) y ese contcnido abarca: la hoj3 c1inico-
estadística1 la anammesis y la exploración física, la evolución, las 6rdenes médicas; la
hoja de interconsulta) los Informes de exploracioncs complcmentarias~ la evolución y
la planificación de cuidados de enfennería y la aplicación terap~utica dc enfermcría.

lJejando a un lado el acierto por parte del Decreto en volvcr a utilizar los
términos "contenido mínimo" al tratar de lo que denomina documento básico o
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~ primero de l~ datos enunciados podrla tencr el1caje en el epígrafe 2.a).a.2
del artículo 9, dadas las pccuJiaridadcs propias de un centro de atención primaria;
pero 100 demás seria exagerado decir que tiencn correcto encaje o fáciJ acomodo en
las previsiones del apartado 4 de ese articulo (hoja de evolución), pues las órdenes
médicas son una categoría más gencral que la del ttatamiento y pucden cstar o 110
incorporadas a los tratamientos, por su parte, la aplicación terapéutica dc enfermería
esta referida a unas actuaciones profesionales RQsteriores y diferentes de la
planificación, la cual cs una previsión inicial que deberá ser puesta en práctica. La
hoja de interconsulta para nada os objeto de mención en el apartado 2 o ell el
apartado 4.

Así las cosa~7 el dccreto auton6mico hacc una regu]ación del contenido de la
HC en atención primaria que no respeta el (contenido) mínimo establecido en la
norma básica estataL a la cual debería desarrollar en razón de létS competencias de
ejecución que la Comunidad de Castilla y León tiene atribuidas según lo previsto en el
artículo 34 de su estatuto de autonomía. Desde este punto de vista la norma
reglamcntro'ia autonómica incumple la ley estatal.

CUARTO.- También impugna el sindicato el a~artado 3 de aquel artículo 9
que prescribe: "Los datos admjnistrntivos referidos a ]a letra a) del apartado anterior
POdl"án ser cumplimentados tanto por el persona] sanitario como Eor el personal
administrativo del cena'o. El resto de los dcuos enumer-ddos s610 podrán ser
cumplimentados por el pcrsonaI sanitario",

A léll fin invoc<'l el artículo 15.2 de la Ley estatal que resalta sobre la constancia
de datos que debe ser 'bajo criterio médico", dice que el contenido del al"tíCttlO 9:2,
excepto la letra a). esta referido a informaciones que únicamente puede determinar
un médico y así se deduce de la Ley estatal 44/2003, de ordenación de profesioneS'i~.
sanitarias~ su artículo 6. Añade que los profesionales que deben confeccionar la HC
en atención primaria y en la bospi~'\laria han de ser los mismos. Finaliza con el
alegato de vulneración de} derecho al honor e intinúdad personal del artículo 18.1 de
la Constitución, el artículo 7.3 de la Ley Orgánica 15/1999. de protección de datos. y
de los articulos 7 y 16 de la también Ley estatal 41/2000; porque se trota de datos
específicamente p1'ote~dos. existiendo una confidencialidad y un acceso él ellos por
disposición legal o po~ los profesionales que .realizan el diagnóstico o el tratamie~to
en un centro sanitano y porque a9uel articulo 9 pernlite el acceso a cualquIer
personal sanitario, cuanao el diagnostico y tratamiento lo realizan los médicos y
cuando el personal de enfermería sólo debe acceder a la hoja dc evolución
(planificación de cuid,)dos de enfermería y hoja de aplicación terapéutica) de acuerdo
con 10 previsto en el artículo 7 de la Ley 44/2003-

Tt:luendo presenle la oposición que realiza la parte demandada a este motivo
impugnatorio habrá 9ue deCIr que la respt.lcsta al mismo pasa por distinguir dos
vertientes: la confeccion y el acceso a la HC.

Sobrc la primera han de ser interpretados conjuntamcnte los a{>llrtados dos y
tres de aquel al'ticulo 15 de la norma estatal y así aparece un protagomsmo principal
del médico, q11C alcanza el nivel de exclusivo -en tanto que autor intelectual- en la
incorporación a esc documento clínico de antecedentes concernientes a lo que el
decreto autonómico llama Sociales, Familiares, Personales1 Hábitos, Anammesis y
Explora{~ión, Resumen de Pruebas; tambié~1 y dentro de ]a denominada hoja de
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{WOIUCIOn lOS ae ~uluú del paciente o del usuario, motivo de la consulta;
exploraciones) resultados (dictamen o criterio médico) de pruebas, apreciaciones
di agnósticas y trcttamiento. Añadir; si bien fuera de la previsi6n de esa norma
autonómica, las órdenes médicas y la hoja de interconsulta. Frente a lo anterior, el
referido profesional deberá ceder el protagonismo a otros sanitarios cuando el ámbito
sean los Cllidados de enfermerÍa y su aplicación terapéutica. De conforn1idad con este
planteamicnto y en la medida cn que el decreto expresado contempla y Te~1a
genéricamente y sjn distinción o resel"Va alguna la autor1a intelectual en la apol"tación
de datos del apartado 2 b, c, d, et f y g) en su apartado 3t sin tener en cuenta la
división del trabajo de los profesionales sanitarios guc intervienen cn la atenci6n
primaria) no cumple o no sigue la línea marcada por el artículo 15 expresado.

y sobre la se~nda, el acceso quedará condicionado por el régimen establecido
en el artículo 16 de la Ley 41/2002 (como más relevante: garantizar la asiCJtcncia
sani!<1.ria según funciones de cada profesional) y debcr de secreto), norma que por lo
dicho más atrás sobre la confección (autoria intelectual indiscriminada o
indiferenciad'cV no es respetada por el reglamcnto autonómico en la medida de quc
hé\bla de pcrsonal sanitario sin dIstinción alguna: cualquier sanitario de un centro de
atención plinlaria que pueda aportar algún dato o antecedentc tendrá acceso a la
totalidad de la HC.

QUINCO.- Combate el sindicato profesional recurrente el artículo 3 del

Decreto 101/2005 argumentando que vulnera c1 artículo 14.1 de la Ley estataI

41/2002 y así dice que la mera comparación de las definiciones que contienen esos

preceptos demuestra que la del artículo 3 se aparta de la de la Ley básica,

modificando la definicion de la HC, introduciendo nuevos conceptos o jpnorando ]a

referencia expresa a la identificaci6n de médicos y profcsionales interviruentes. Hace

mención y recoge en parte un informe del Asesor Jurldico autonómico e in\'oca 1a

sentencia del Tribunal Constitucional 150¡199B.

A este motivo habrá que replica!' diciendo que el artículo 3.a) del decreto calc el artículo 3 de la Ley y siendo ello así no podrá contradecir a la norma básica estatal.

También que una cosa es la definición de HC y otra el contenido de ese instrumento

clínico, categorías jurídicas diferenciadas tanto en la Ley como en el reglamento y que

incorrectamenté mezc1a ]a parte demandante; pretende hacer de una definicI6n

reglc\mentaria una regtllaci6n del contenido.

sl!xro.- Por la comparaci6n del articulo 15.2 de la Ley 41/2002 y del articulo
4 del Decreto 101/2005, los cuaJes tratan de la finalidad dc la historia clínica, dice
que esta última norn1a contraviene a la primera.

Este motivu deberá quedar circunscrito al apartado plimero de aquel artículo 4
y en tanto y cuanto no hac.e mención al criterio médico cuando la Ley precisamente
contiene esa rcferencia.

Reylicar al recurrente afirmando que se trata de una norma general destinada
a determInar 01 objetivo primal;o (asistencia sanitaria adecuada al paciente) de la HC
y modo o manera fimdamental de cumplir con é1 (conb"1ancia dc toda la información
sobre su proceso asistenciaI), y desde este planteamiento el protagonismo (agcnte
intelectual) tiene una importancia menor pues de ello se ocupa el decreto es 10s
articulos 9 y 10, donde debe especificar quién incorpora la información. Por otro lado,
el cometido ejecutivo y de desarrollo del reglamento autonómico no implica que en
sus preceptos deba se~r al pie de la letra los mandatos legales, siendo libre la
Comunidad Autónoma ac usar la técnica normativa que estime más conveniente.

~

í

i

SÉPTIMO.- Al artículo 16 le censura una vulneración del artícluo 18 de la Ley
estati1.1 de 2002} pues no hace mención a las limitaciones si~lientes: no facilitar
información de las apreciaciones subjetivas de los profesionales y el perjuicio a
tcrc.eros.
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legitimación, 9\le como quedó dicho es la defensa del de sus profesionales asociados y
según lo provIsto en sus estatutos, debe linlitar la im~ugnaci6n al hecho de que ese
artículo 16 no hace mención a la hipótesis legal' anotaciones subjetivas de los
i;>rofesionaIes", Desde esta perspectiva recordar a dicho litiganto que la norma, en el
ultimo párrafo, hace una remIsión a1 al'tIculo 14 y éste, en su apartado segundo,
incluye a las referidas anotaciones subjetivas como límite al acceso a la información
de la HC. POI' tanto, la di5posición impugnada sigue el mandato del artículo 18-4,

OCl'A VO.- Finalmente, sostiene el sindicato profesional actor que las
limitac.-jones de acceso sancionadas en el articulo 14 do] decreto; apartados segl.mdo y
cuarto, son mayores quc las previstns en el artíClUo 18 de la ley cstatal; además, se
aumenta el plazo a 12 mescs desde el acceso anterior )' esto es una restricción para el
paciente.

En Ifne.a con el fundamento jurídico anterior hay que precisar ~ue csta
in1Yugnaci6n, al menos en la pal1e relativa al paciente, excede de la legibmación
oolectivcl y profesional del recurrente, qujen actúa en pro de unos concretos intereses
profcsiona.le,s y no. en.defen&l de los derechos de los usuarios (potencialcs o actuales)
dc un ser\'lclo samtano.

~n cuulquíer caso, esa dispo~icjón reglamentaria (apartado segun.d°) mantiene
los límites contemplados en el articulo 18.3 y que son: a) la confidenclalidad de 108
datos aportados por terceras personas, y b) el derecho de rcsen"a de los profcsiona1.es
sanítanos sobre sus anotaciones subjetivas. Las exccpciones a tales limites están
recogjdas o bien en aquel artículo 18.3 o bien en el articulo 11 dc la Le)i Orgánica
15/1999. de protección de datos. Por oh"o lado, la cspecificaci6n temporal del
apartado cuarto del artíclllo 14 es una incol-poración al ámbito rcgltlador de la HC de
10 dispuesto en el artículo 15.3 de la mencionada Ley Orgánica.

Ese jucgo de limitaciones y excepciones viene ha ser recogido en la sentencia
del 28 de febrero de 2006 del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, cuando en elfundamento jurídico cuarto se dice: 11 Pues bieu1 en el momento de redactar esta

sentencia, la cuestión se encuentra reglllada en el art, 18 de la Ley 41/2002, de 14 de
noviembrc, Básica Re~tadora de la Autonomía del Paciente y de De,'echos y
Obligacioncs en M~ueria dc InfollnacióI1 y Documentación Clínica, que exprcsamentc
dispone que:

"1. El paciente tiene el derecho de acceso, con las reservas señ~ladas en al
apaltado 3 de cste amcuJo, a la documentación de la historia clínica y a obtener copia
de los dat~s que figuran e.n ella, Los centros sanitarios regularán e1 procedim~ento
que garaI1tice la observancIa de estos derechos. ...3. El derecho al acceso del paCIente
a la documentación de la historia clínica no puede ejercitarse en perjuicio del derecho
de terceras personas a la confidencialidad de los datos que constan en ella, recogidos
en interés terapéutico del paciente, ni en perjuicio del aerecho do los profesionales
participantes en su elaboración, los cuaJes pueden oponer al derecho de acceso la
reserva dc sus anotaciones subjetivas."

Asi pues. de conformidad con este precepto y con las 1imitaciones contenidas
en su apartado 3 -tendentes a salvaguardar derechos de terceros-, limitacioncs que
no son 1as que han sido opuestas por la Administración demandada en el presente
caso, el actor tendría derecho a obtencr una copia de la documentación integra
obrantc en su hib'tolia clínica que inc1uya. por tanto. las pruebas di agnósticas que
s('.an, lógicamente, reproduClcles mediante copia, y no sólo a los informes efectuados
sobre ta1es ~rnebas.

Ya. lijéntica conclllSión debemos llegar si anali'l.amos la legislación vigente al
tiempo de formularse su solicitud por el actor, momento en el que aún no había
enttado en vigor la citada Ley 41/2002.

En er~elo, el art',los.b) CE.establece qu~ "La ~ey regulará: ...b) El acceso de los
ciudadanos a los archivos y regIStros admllllstrabvos, salvo en 10 que afecte a la
seguridad y dcfensa del &tado, la averiguación de los delitos y la intimidad de las

personas",
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Por su parte',la LRJyPACl. en su arto 35.h) consagra, con carácter general, el
derecho de los cIudadanos al acceso a los regIstros y archivos de las
Administraciones Públicas en los términos previstos en la Constitución y cn ésta u
oh-as I~cs"j derecho que aparece desarrollado en su arto 37 que, sin embargo, en su
apctl'lado 6.b) establece que "se regirán por sus disposiciones especificas: ...b) El
acceso a documentos y expedientes que contengan d..1.tos sallitarios personajes de ]0..")
pacientes". Ello nos relnite a 1a 1cgislación sanitaria que, al tiempo de los hechos aquí
anaJizados1 estaba constituida por la Ley 14/1986, de 25 de abril, Genera] de Sanidad
y el RD 63/1995, de 20 dc enero, sobre Ordenación de Prestaciones Sanitarias de]
Sistema Naciona1 de Salud.

La Ley General de Sani.dad establecia en s~ arto 10.5 (precepto hoy derogado
por la Lcy 41/200.2, aIltes citada) que todos tienen derecho con respecto aJas
distint..'"{S administraciones púb1icas sanitarias a que "se le dé en términos
com:prensiblcs, a él y a sus familiares o anegados información completa y
contmu~da, verbal y es,crita",sobre su proceso, incluyendo dia.gnóstico, pronóstico y
alternativas de tratamIento. Por SU parte, el 81't. 61 de dIcha norma (prec.epto
también hoy derogado por la citada Ley 41/2002) establccfa que la historia clínica dc
cada paciente "estará a disposición de los enfermos y de los facultativos que
directamente cst6n implicados en el diagnóstico y el tratamiento dcl enfernlo, así
como a efectos de inspección médica o para fines cíentlficos, debiendo quedar
plenamente garantlzados el derecho del enfermo a su intinlidad personal y familiar y
el deber dc guardar el secreto por quien1 en "irtud de sus competencias, tenpa acceso
a la historia clínica. Los pqderes públicos adoptarán las medidas precISas para
garantizar dichos derecll(J~ y deberes. .u ...

En cuanto al RD 63/1995, su Anexo 1, refendo a las
r restaclones samtanas,

facilitadas directamente a las personas por el Sistema Naciona de Salud y financiadas

con cargo a la Segll.ridad Social o fondos estatt1lcs adscritos a la sanidad", establecía,
de fonna aún más explícita, dos derechos difcrentes: por una parte, en su Ancxo 1.5.6,
reconocía el dcrccho a "la comunicación o entrega a petición dcl intcresado1 de un
ejem~lar de su historia clínica o de determinados datos contenidos en la misma, sin
perjwcio de la obligación de su conservación en el centro sanitario"; y, por otI'a parte1
en cl Anexo 1.5.41 se reconocía el derecho al "infornlc de alta, al finalizar la estancia
en una institución hospitalaria o

'r ~
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cohonestar, de un lado, el derecho del paciente al acceso a su historia clínica con la
obligación del hospital de conservarla, también estc-¡blecida cn cl citado precepto (no
s6lo para la postell0r atención que J?ueda necesitar dicho paciente, sino también para
otro~ finos como el de la investigacJón.cientffiCé:l, a! que se al~de ex~resamente en el
propIo al't. 61 de la Ley Gcncral de Samdad~ etc.), cIrcunstanCIa que determinaría que
el acceso fuera medlanto la obtención ae copia y queJ por elloJ sólo pudieran
entregar~e aqucl~,?s documentos o pl1.1ebas que fueran reproducibles; y por otro lado,
se tratana tamblen de cohonestar el derecho del paciente al acceso a su historia
clínica con event1lales dcrechos a la intimidad de te.."ceros cuyos datos hubieran sido
consignados en la historia clínica de un concreto paciente por ser adecuada su
valoración terapéutica para la mejor asistencia a dicho 11aciente o con el derecho a la
reserva de determinadas apreciaciones su1?jctívas de los profesionales CJ.ue tTatan al
paciente que suelen constar también en las historias clínicas (tales comot Impresiones
personalcs sobro el paciente o su entorno, actitud. comportamiento o reacciones del
paciente, etc.), datos éstos que no deben ser entregados (tal y corno ya expresamente
establece el arto 18.3 dc la Ley 41/2002).

Pero, como ac.aba de ar¡:;umentarse, ningún obstáculo existe en que pueda
proporcionarsc a1 pacicnte c:.opla de las diversas pruebas diagnósticas practicadas,
obmamentc, en la medida en ~le puedan ser reproducidas, y no exclusivamente de
108 informes sobre tales Pl'Uebas. pues tal limitación, como se ha 'VÍsto7 no se
encuentra prevista en norma alguna, como tampoco lo está la necesidad dequc, p.1ra
obtener copia de las pruebas diagnósticas consistcntos en imágenes iconográficas, sea
necesaria la indicacion expresa del facultativo que atiende al paciente.

En consecuencia y de conformidad con la legislación vigente a la fecha de los
hechos litigiosos, el actor tiene derecho a que se le cntrcgue copia de su h~"toria
clinica completa que excluya las anotacioncs atinentes a la intimidad de terceras
personas que consten en ella, así como las anotaciones subjetivas efe~'},das por los
profesionales que la h,1n elaborado, y que ínclu}!.a las prucbas diagnósticas
practicadas, tales como radiografías, TAC, gammografias y similares (y no sólo los
mforme.s sobre tales prueba.c;) en la mcdida en que puedan ser reproducidas".

Por su parte y si bien referida a un supuesto de hecho diferentet la sentencia
del Tribunal Constitucional 202/1999, de 16 de diciembre, establccc la siguiente
doctrina sobre la historia clinicaJ al tratamiento informático de los datos de carácter
personal, el derecho constitucional a la intimidad y el uso o empleo de aqucllos. datos
en el fund
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desenvolvimiento del individuo (SS'l'C 231/1988, fundamento jurídico 40 y 197/1991~
fundamento jurídico 3°). Por 10 que se refiere a los hechos referidos a las relaciones
sociales y profesiona1cs en que el t!'abajador desarrolla su actividad, si bien no se
integran en principio en la esfera privada de la persona (STC 142/1993, fundamento
jurídico 70 y ATC 30/199B, fundamento jurídico 2°). sin embargo no cabe ignorar
que, mcdiémte un análisis detallado y cmijunto de los mistnos, es factible en ocasiones
acceder a infomlaciones atinentes a la vida íntima personal y familiar CSTC 142/1993,

I fundamento jurídico 8°), en cuyo ámbito se encuentran. sin duda, las referencias a la
salud,

~ ~pótesis ahora. planteada ad9uiere una dimensión singu1ar por mor de la
generahz:aCl0n del trat(.lmlento automatIzado de datos personales. En previsión de los
nuevos Tll"'8g0S que ello pueda originar pal"a la plena cfcctividad de los derechos de 108
~iud(l~n.os, se disponc .en el arto 18.4 C.~" qu~ "la Ley limitar~ el uso de la
mformatlca para garantIzar el honor y la mtim],dad personal }' familiar de los
ciudadanos y el p1eno cjcrcicio de sus derechos". Se trata, por tanto, de un in&"tituto
de garantía de otros dercchos1 fundamentalmcnte el honor y la intimidad¡ pero
también de un instituto que es, en si mismo, un derecho ° libertad fundamental, el
derccho a la libertad frentc a las potenciales agresiones a la dignidad y a k1libcrtad de
la persona provenientes de un uso ilegítimo del tratamiento mecanizado de datos
csS'rc 254/1993, fundamento jul1dir.o 60 y 11/1998, fundamento juridicü 4°). De
suerte que, como se precisara en la STC 143/1994, "un sistema normativo que,
autorizando la recogida de datos incluso con fines legitimos y de contenido
C1parentenlente neutro, no incluyese garantlas adecuadas frente a su uso
~tencialmcnte invasor de la vida pnvada de] ciudadano1 a través de su tJ-atamiento
técnico, vu1ncraría el derecho a la intímidad de la misma manera cn que lo harían las
intromislones directas en el contenido nuclear de ésta" (fundamento juridico 7°; en el
mismo sentido, STC 94/1998, fundamcntojurídico 4°).

Por consiguiente, la garantía de la Ílltimidad adopta hoy un entendjmicnto
positivo que se u"aduce en un derecho dc control sobre los datos relativos a la propia
persona; 1a Uamada '1ibertad informática" es así derecho a controlar el uso de los
Illi~mo~ déltos insertos en un pl:'o~rama informático (habeas data) y comprcndc, entre
otros aspectos, 1a oposición del crudadano a que determinados datos personaJes sean
utilizados para fines distintos de aquel legitimo que justificó su obtención (SSTC
254/1993. fundamento jurídico 7°; n/1998, fundamento jllrídico 4°; 11/19981
fundamento jurídico 40 y 94/1998, fundanlento jurídico 4°). 3".

NOVENO.- lA'tS consideraciones precedentes permiten llc9ar a la conclusión
de que el arncl.llo 9 del Decreto 101/2005, en los as~ctos aqul examinados, está
incurso en la hipótesis de invalidez del articulo 62.2 de la Ley de Procedimiento
3U/1992. Entonces y de acuerdo 001110 establecido los artículos 68.1.b) y 70.2 de la
LJCA 29/1998 la pretensi6n del demandante deberá ser acogida solamente en una de
sus vcl'tientes.

DtCIMO.- El pronunciamiento referente a las costas causadas en el prescnte
proceso cumplirá con 10 establecido en los artículos 68.2 y 139.1 de la Ley 29/1998;
sin que concurran condicionantes justificativos de una condena especial.

VIStos los artícu1os citados, el artículo 72.2 de aquella ley procesal y los demás

de general y pertinente aplicación;

f.MLAMOS
Que rechazando la causa de inadmisión y estimando en parte el recurso

contencioso-administrativo 138/06, ejercitado ~r la Unión Sindical de Castilla y
Le6n, debemos anular y anwamos los apartados segundo, tercero y cuarto del
articulo 9 del Decreto autonómico 101/20°5, por ser disconformes con el

ordenarnieJILv jurídico.

No se hace condena especial en costas.
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